
 

 

 

1 

FICHA DE INFORMACIÓN RELEVANTE DEL FALLO 

CUARTO CONCURSO NACIONAL DE SENTENCIAS CON PERSPECTIVA DE 

GÉNERO DE LA SECRETARÍA TÉCNICA DE IGUALDAD DE GÉNERO Y NO 

DISCRIMINACIÓN 2024 

 A.INFORMACIÓN DESCRIPTIVA 

Número de Rol:  RIT: 4-2023  RUC: 1801104031-0 Fecha: 24 de abril de 2023. 

Tribunal: Juicio Oral en lo Penal de San Felipe. 

Partes intervinientes:  

Acusador Fiscal: Ministerio Público. 

Querellante (adherente a la acusación fiscal) Programa Mi Abogado, Corporación de Asistencia 

Judicial. 

Imputado: Hugo Patricio González Verdejo. 

Materia: Violación de Menor de 14 Años Reiterada. 

Tipo de proceso: Penal.  Clase de decisión: Condena. 

Juez y/o jueza que adopta la decisión: Sala del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de San Felipe. 

Presidente: Rodrigo Cortés Gutiérrez. 

Integrante: Constanza Olsen Tapia. 

Redactora: Alejandra Araya Fuentes. 

Considerando relevante(EXTRACTO): Que asimismo, llama la atención que la Defensa 

aventure en sus clausuras la hipótesis que no existe constancia de con cuántas personas se 

prostituía la víctima; ello pues ha quedado claro de la prueba de marras que la niña sólo sostuvo 

relaciones sexuales a cambio de dinero con González; seguidamente, hablar de que en este caso 

la niña era la que se prostituía constituye un uso del lenguaje, a lo menos, liviano; dado que se 

está refiriendo a una niña que, a la época de los hechos contaba con 13 años de edad, vale decir, 

de ninguna forma puede entenderse que ésta deliberadamente ha optado por ejercer la 

prostitución, sino que se ha visto envuelta en una situación de vulneración grave de sus derechos 

sexuales y reproductivos a instancia de un hombre que, a la sazón, contaba con 55 años de edad; 

pudiendo constatarse de la prueba rendida, que el acusado, sí efectuaba con muchas personas (a 

lo menos con tres más en la familia de C) la acción de pagar por sexo. De otro lado resulta, en 

general, un argumento carente de valor y altamente revictimizante el cuestionar la vida sexual 

de una persona ofendida por un delito, dado que lo que se ventila en juicio es la situación en 
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particular, vale decir, en el caso de marras, si el encausado ejecutó los actos por los que se le 

acusa o no, lo que es independiente de si la víctima tiene o ha tenido otras parejas o encuentros 

sexuales. (considerando décimo quinto, numeral III -1, p.48). 

Tema/s tratados en el caso: abuso sexual, discriminación interseccional, embarazo adolescente, 

estereotipos de género, interseccionalidad, violencia contra las mujeres, violencia de género, 

violación, violencia sexual.  

Resumen del caso: Se imputa al acusado el haber incurrido en el delito reiterado de violación 

menor de 14 años, contemplado en el artículo 362 del Código Penal. En ese sentido, fue posible 

determinar que, entre agosto y octubre del año 2018, el encausado -teniendo conocimiento del 

contexto altamente vulnerador del que provenía la víctima- mantuvo reiteradamente relaciones 

sexuales con ella; quien, a la sazón, tenía 13 años de edad. Fue acreditado también que el 

acusado, tras la realización de los actos sexuales, entregaba diversas sumas de dinero a la niña; 

quien, producto de tales vulneraciones en la esfera sexual, resultó embarazada. El Tribunal 

decidió condenar al acusado por el delito de violación de menor de 14 años, en carácter de 

reiterado, determinando una pena corporal de 15 años de presidio mayor en su grado medio y 

accesorias legales. 

 

 

B.ANÁLISIS  
Para completar la postulación debe leer los siguientes criterios y responder si el fallo lo 
contiene o no (marcando con una X en la columna que corresponda). Además debe 
brindar una justificación a su respuesta. Se recomienda indicar el considerando (o un 
extracto del mismo) que refleje o contenga el criterio analizado. Completar este cuadro es 
requisito de admisibilidad para participar del tercer concurso nacional de sentencias.  
 

CRITERIO SI  NO  JUSTIFICACIÓN 

1. Contexto de 
vulnerabilidad. 

La sentencia explicita el contexto y 

considera las condiciones, posiciones 

y situaciones en que se desarrollan 

los hechos, analizando el lugar, el 

ámbito, los patrones culturales, 

concepciones valóricas, la normativa 

e instituciones existentes y establece 

si se aprecia entre otros,    relaciones 

asimétricas de poder, contexto de 

  XXXX  Así podemos indicar que C nació el día 03 de abril de 

2005; que es hija de J y D; que sus padres no mantenían 

los cuidados de ella, pues tenían problemas de 

drogadicción y el padre, además, situación de calle; que 

por este motivo la niña estuvo interna en un Hogar 

residencial; y que una vez egresada de la institución, sus 

cuidados fueron otorgados, por parte de los Tribunales 

de Familia, a su abuela materna.  

Una vez con su abuela, la niña presentaba una delicada 

situación, pues no adhería al sistema escolar, pasaba 
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vulnerabilidad, discriminación y/o 

violencia formal, material y/o 

estructural;  

mucho tiempo fuera de su casa, sin conocimiento de su 

paradero, teniendo tan solo 13 años, por lo que por 

decisión del Tribunal de Familia, fue ingresada al 

Programa de Intervención Especializada (PIE) Aconcagua, 

dependiente de SENAME, para abordar tales 

problemáticas. 

Dicho lo anterior, es dable concluir que C, se encontraba 

inmersa en un contexto de evidente vulneración de sus 

derechos; por cuanto sus padres, quienes en principio 

debieran ser los encargados de su bienestar, no lo 

estaban, debido a la situación drogadicción de ambos, y 

a la situación de calle del progenitor; seguidamente, la 

niña debió estar interna en un Hogar Proteccional, y al 

egresar de ahí, se otorgaron sus cuidados proteccionales 

a la abuela, época en que evidenció baja adherencia y 

rezago escolar; además de mínimo control y contención 

por parte de su figura cuidadora, quien se explaya 

indicando que la niña no pasaba en la casa y que nunca 

sabían dónde estaba. Dado lo anterior podemos 

entender que, todas estas circunstancias forman parte 

de las denominadas “categorías sospechosas”, 

establecida en la Matriz de Análisis para Incorporar la 

Perspectiva de Género en el Poder Judicial, lo que trae 

como consecuencia que la interseccionalidad de éstas 

(ser mujer, niña, en situación de pobreza, de 

inestabilidad familiar y escolar), como ocurre en el caso 

de C, aparejan situaciones de desprotección, 

discriminación y, en general, de vulneración. 

Dicho aquello, es menester señalar que este escenario es 

al que el encausado se incorporó y cometió el ilícito en 

análisis en contra de C, quien a la sazón, como se indicó, 

sólo contaba con 13 años de edad. (considerando 

décimo quinto, numeral III -1, p.44 y 45). 

Cabe señalar que el imputado, previamente, había 

efectuado intercambios sexuales similares con la abuela, 

la tía y la madre de la ofendida (así, la abuela justifica 

haber tenido necesidad económica, mientras que la tía 

refiere que, tanto ella como la madre de la niña, eran 

drogadictas, por lo que el dinero lo ocupaban para 

fomentar tal adicción); es explícita en señalar que 

conoce hace más de ocho años al acusado (es decir 

aproximadamente desde el 2015), porque la hermana de 

éste era vecina de su mamá (, abuela de la víctima), por 

lo que, cuando él iba a visitar a su hermana y sobrinos, la 

veía y ahí iniciaron la relación ; señala Carla Vásquez que 
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el acusado siempre le dijo que C (la menor de edad de 

autos) iba a ser suya; que le pedía fotografías y ropa 

interior de la niña (aquello es reseñado también por 

Cante el oficial Lobos); y que, en algunas ocasiones, 

cuando Vásquez y el encausado estaban teniendo sexo, 

este último repetía el nombre de la niña ofendida. 

(considerando décimo quinto, numeral III -1, p.46). 

Ahora bien, para establecer la pena en concreto, nos 

debemos estar al injusto del hecho, el que supone en 

primer término que el encausado, quien conocía al 

grupo familiar de la niña, decidió actuar en la forma 

asentada, aún sabiendo la situación de vulnerabilidad 

que rodeaba a C;  quien no tan solo a sus 13 años, ya 

había vivido la negligencia materna y paterna; sino que 

fue institucionalizada en un Hogar de menores, para 

luego egresar al cuidado de su abuela, quien como ella 

misma señaló presentaba una situación de necesidad 

económica, y que tampoco fue capaz de ejercer control y 

contención en la niña, la que presentaba un evidente 

rezago escolar, y quien además salía de casa 

constantemente; es en este escenario que el encausado 

decide vincularse con la niña, manteniendo relaciones 

sexuales con ella a cambio de dinero, situaciones todas 

que aumentan el disvalor de su conducta (…) 

(considerando vigésimo quinto, determinación de pena 

p. 60 y 61). 

2. Categorías sospechosas 

La sentencia identifica la existencia 

de categorías sospechosas, tales 

como sexo, orientación sexual, 

identidad de género, raza, religión, 

discapacidad, situación migratoria, 

edad, origen étnico, posición 

económica, opiniones políticas, 

condición de salud, etc., indicando si 

confirma que la categoría ha sido 

causa de la discriminación y/o 

violencia e identifica- si procede- la 

existencia de interseccionalidad o 

discriminación compuesta y señala 

de qué manera se manifiesta;  

  XXXX  Dicho lo anterior, es dable concluir que C, se encontraba 

inmersa en un contexto de evidente vulneración de sus 

derechos; por cuanto sus padres, quienes en principio 

debieran ser los encargados de su bienestar, no lo 

estaban, debido a la situación drogadicción de ambos, y 

a la situación de calle del progenitor; seguidamente, la 

niña debió estar interna en un Hogar Proteccional, y al 

egresar de ahí, se otorgaron sus cuidados proteccionales 

a la abuela, época en que evidenció baja adherencia y 

rezago escolar; además de mínimo control y contención 

por parte de su figura cuidadora, quien se explaya 

indicando que la niña no pasaba en la casa y que nunca 

sabían dónde estaba. Dado lo anterior podemos 

entender que, todas estas circunstancias forman parte 

de las denominadas “categorías sospechosas”, 

establecida en la Matriz de Análisis para Incorporar la 

Perspectiva de Género en el Poder Judicial, lo que trae 

como consecuencia que la interseccionalidad de éstas 

(ser mujer, niña, en situación de pobreza, de 
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inestabilidad familiar y escolar), como ocurre en el caso 

de C, aparejan situaciones de desprotección, 

discriminación y, en general, de vulneración. 

Dicho aquello, es menester señalar que este escenario es 

al que el encausado se incorporó y cometió el ilícito en 

análisis en contra de C, quien a la sazón, como se indicó, 

sólo contaba con 13 años de edad. (considerando 

décimo quinto, numeral III -1, p. 45). 

Así las cosas, como se indicó al momento de analizar el 

contexto de estos hechos, al referirnos en especial a la 

interseccionalidad (considerando décimo quinto, 

apartado III, número 1), en el caso de marras el 

encausado se valió de la situación de desprotección 

familiar, social, educacional y económica de la ofendida 

(pues la conocía de antes tanto a ella como al grupo 

familiar en que pertenecía) para entablar este vínculo 

que derivó en relaciones sexuales por las cuales 

otorgaba un pago a cambio. 

Dicho lo anterior, en el caso de que nos convoca no se 

torna plausible aplicar las normas específicas de la 

explotación sexual comercial infantil, dado que éstas se 

encuentran establecidas para menores de edad, pero 

mayores de 14 años, lo que no es el caso. Sin embargo, 

lo anterior, se ha efectuado esta revisión, pues sus 

características y consecuencias, entendemos que sí 

encuentran correspondencia con el caso de marras, en 

especial en cuanto dice relación con el injusto del hecho, 

tal como se pormenorizará en el considerando vigésimo 

quinto en el que se determinará la pena. (considerando 

décimo séptimo, p.54) 

3. Estereotipos 

La sentencia verifica la existencia de 

estereotipos en la norma o en el 

actuar de cualquier interviniente en 

los hechos y/o en el proceso, así 

como los roles mitos y prejuicios, 

explicitando de qué manera se han 

manifestado;  

  XXXX  Que asimismo, llama la atención que la Defensa 

aventure en sus clausuras la hipótesis que no existe 

constancia de con cuántas personas se prostituía la 

víctima; ello pues ha quedado claro de la prueba de 

marras que la niña sólo sostuvo relaciones sexuales a 

cambio de dinero con González; seguidamente, hablar 

de que en este caso la niña era la que se prostituía 

constituye un uso del lenguaje, a lo menos, liviano; dado 

que se está refiriendo a una niña que, a la época de los 

hechos contaba con 13 años de edad, vale decir, de 

ninguna forma puede entenderse que ésta 

deliberadamente ha optado por ejercer la prostitución, 

sino que se ha visto envuelta en una situación de 
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vulneración grave de sus derechos sexuales y 

reproductivos a instancia de un hombre que, a la sazón, 

contaba con 55 años de edad; pudiendo constatarse de 

la prueba rendida, que el acusado, sí efectuaba con 

muchas personas (a lo menos con tres más en la familia 

de C) la acción de pagar por sexo. De otro lado resulta, 

en general, un argumento carente de valor y altamente 

revictimizante el cuestionar la vida sexual de una 

persona ofendida por un delito, dado que lo que se 

ventila en juicio es la situación en particular, vale decir, 

en el caso de marras, si el encausado ejecutó los actos 

por los que se le acusa o no, lo que es independiente de 

si la víctima tiene o ha tenido otras parejas o encuentros 

sexuales. (considerando décimo quinto, numeral III -1, 

p.48). 

Que, el Tribunal haciéndose cargo de lo alegado por la 

Defensa, en cuanto a la falta de validez del relato de 

Carla Vásquez, fundado en que ella misma sostuvo 

relaciones sexuales con el acusado, por lo tanto la 

sindicación de éste puede deberse a algún tipo de 

encono u odiosidad, sólo dirá que dichos asertos son 

parte del mundo de las suposiciones (así fue planteado 

en su clausura); de contrario, las alegaciones finales de 

los intervinientes deben decir relación con los hechos 

que han sido probados o no y con qué prueba lo fueron; 

o, en el caso de referirse a dudas, éstas deben 

encontrarse fundadas en la razón; así, en el caso de 

marras, la señora Vásquez declaró en estrados, 

reconociendo que ella había mantenido previamente 

relaciones sexuales con el acusado, dando cuenta 

además de que su sobrina vivenció lo mismo tiempo 

después; el hecho que esto haya acontecido de esa 

forma, se debe precisamente a que, como fue probado, 

el acusado sí mantuvo relaciones sexuales con diversos 

miembros de la familia de la niña; por lo que, en caso 

que el Defensor hubiera querido sentar que, producto 

de una animadversión de la señora Vásquez, ésta 

hubiera queridos con sus dichos teñir o modificar la 

realidad, debió haberlo justificado, ya sea con prueba 

propia o emitiendo observaciones a la de cargo; sin 

embargo ello, éste no incorporó antecedente alguno a 

este respecto, descansando únicamente en la 

insuficiencia de la prueba del Ministerio Público, 

respecto de la cual el Tribunal estima ha dado muestras 

de calidad, coherencia y suficiencia, como se viene 

analizando en estos considerandos. (considerando 
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décimo quinto, numeral III -1, p.47 y 48) 

4. Estándares Internacional 
de DDHH 

La sentencia utiliza los más altos 

estándares de derechos humanos 

contenidos en normas jurídicas 

nacionales y del sistema 

internacional de protección de los 

derechos humanos;  

  XXXX  Haciéndonos cargo de las alegaciones de la Defensa, 

debemos indicar que en nada altera lo razonado hasta 

ahora, el hecho que no haya comparecido a estrados el 

ginecólogo que efectuó el examen, dado que el 

embarazo (y su duración) no tan sólo se ha acreditado 

con la testimonial conteste, sino que también con la 

ficha clínica que da cuenta del número de semanas que 

tenía la niña cuando se verificó la interrupción del 

embarazo; por otro lado el hecho que el carabinero, al 

deponer, no haya indicado si se nombró o no al presunto 

padre del bebé, tampoco es óbice para la convicción, 

ello pues el funcionario sólo acogió la denuncia 

efectuada por el ginecólogo, el que da cuenta de los 

hechos objetivos que se recogen a partir del examen de 

embarazo, vale decir que una menor de 13 años 

presenta estado de gravidez, lo que en sí amerita iniciar 

una investigación en sede penal; no es deber ni del 

galeno ni del funcionario de carabineros indagar 

respecto de situaciones como la paternidad, máxime si la 

víctima no aportó ese antecedente y es menor de edad, 

ello orientándonos del claro tenor del artículo 4° inciso 

4° de la Ley 21.057 (publicada el 20 de enero de 2018), el 

que dispone, a propósito de la denuncia, que en ningún 

caso el niño, niña o adolescente podrá ser expuesto a 

preguntas que busquen establecer la ocurrencia de los 

hechos o la determinación de sus partícipes, por lo que 

si bien en este caso el médico fue quien interpuso la 

denuncia, no es menos cierto que dicha norma viene en 

proteger la integridad emocional o mental del niño, niña 

o adolescente, evitando así que ésta se vea vulnerada a 

partir de interrogatorios inadecuados, por lo que exigir 

al ginecólogo que efectuara preguntas que van más allá 

de su especialidad, se tornaría no tan solo inconducente 

sino que también indebido. (considerando décimo 

quinto, numeral III -1, p.49 y 50). 

En este sentido cabe abocarnos brevemente a lo que se 

ha denominado como la explotación sexual comercial 

infantil y adolescente, la que el Protocolo Facultativo de 

la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 

Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de 

Niños en la Pornografía (25 de mayo de 2000), define 

como “la utilización de un niño, niña o adolescente 

menor de 18 años en actividades sexuales a cambio de 



 

 

 

8 

remuneración o de cualquier otra retribución.” 

Seguidamente el Servicio Nacional de Menores de 

nuestro país ha calificado este tipo de explotación como 

“un atropello injustificable de los derechos humanos de 

los niños, niñas y adolescentes, dado que transgrede en 

las víctimas sus derechos esenciales, tales como el 

derecho de crecer y desarrollarse en un contexto 

protector y en un ambiente de bienestar”1  

El mismo documento, refiere que la explotación sexual 

comercial infantil es un fenómeno multicausal, que 

conjuga factores económicos, culturales, psicológicos, 

sociales, familiares y afectivos. Entre algunas de las 

causas se mencionan: estrategias de sobrevivencia de las 

víctimas y sus familias, las incompetencias parentales, 

los déficits alcanzados en el ámbito educacional, 

expectativas consumistas, migraciones, la discriminación 

de género, problemáticas que afectan el ámbito familiar 

como la violencia intrafamiliar, el abuso sexual, las 

modernas tecnologías, así como el maltrato y el trabajo 

infantil, la situación de calle. 

Así las cosas, como se indicó al momento de analizar el 

contexto de estos hechos, al referirnos en especial a la 

interseccionalidad (considerando décimo quinto, 

apartado III, número 1), en el caso de marras el 

encausado se valió de la situación de desprotección 

familiar, social, educacional y económica de la ofendida 

(pues la conocía de antes tanto a ella como al grupo 

familiar en que pertenecía) para entablar este vínculo 

que derivó en relaciones sexuales por las cuales 

otorgaba un pago a cambio. 

Dicho lo anterior, en el caso de que nos convoca no se 

torna plausible aplicar las normas específicas de la 

explotación sexual comercial infantil, dado que éstas se 

encuentran establecidas para menores de edad, pero 

mayores de 14 años, lo que no es el caso. Sin embargo, 

lo anterior, se ha efectuado esta revisión, pues sus 

 

1 ESCNNA: Concepto, causas, Consecuencias e Indicadores. Documento elaborado por Servicio Nacional de Menores. 

https://www.sename.cl/wsename/otros/docpfti/escnna_ccei.pdf 

 

https://www.sename.cl/wsename/otros/docpfti/escnna_ccei.pdf


 

 

 

9 

características y consecuencias, entendemos que sí 

encuentran correspondencia con el caso de marras, en 

especial en cuanto dice relación con el injusto del hecho, 

tal como se pormenorizará en el considerando vigésimo 

quinto en el que se determinará la pena. (considerando 

décimo séptimo, elementos del tipo penal, p.53 y 54) 

Es en este escenario que el encausado decide vincularse 

con la niña, manteniendo relaciones sexuales con ella a 

cambio de dinero, situaciones todas que aumentan el 

disvalor de su conducta desde que tal como se señala a 

propósito de la explotación sexual comercial infantil, 

“ésta apareja graves consecuencias, duraderas de por 

vida, e incluso mortales; impacta en el desarrollo físico, 

psicológico, espiritual, moral y social de los niños, 

incluyendo la amenaza de embarazo precoz, mortalidad 

materna, lesiones, y desarrollo de enfermedades de 

transmisión sexual, entre ellas el VIH/SIDA.”2  

Seguidamente la Declaración y Plataforma de Acción de 

Beijing indica que “la violencia sexual y las 

enfermedades de transmisión sexual, incluido el 

VIH/SIDA, tienen un efecto devastador en la salud del 

niño, y la niña es más vulnerable que el varón a las 

consecuencias de las relaciones sexuales sin protección y 

prematuras”. (considerando vigésimo quinto, 

determinación de penal, p.61) 

5. Influencia de la perspectiva 
de género en la decisión 

La incorporación de la perspectiva de 

género en la argumentación de la 

sentencia  conlleva un resultado que 

materializa la igualdad y la 

prohibición de discriminación así 

como el enfoque de derechos;  

  XXXX  Dicho lo anterior, es dable concluir que C, se encontraba 

inmersa en un contexto de evidente vulneración de sus 

derechos; por cuanto sus padres, quienes en principio 

debieran ser los encargados de su bienestar, no lo 

estaban, debido a la situación drogadicción de ambos, y 

a la situación de calle del progenitor; seguidamente, la 

niña debió estar interna en un Hogar Proteccional, y al 

egresar de ahí, se otorgaron sus cuidados proteccionales 

a la abuela, época en que evidenció baja adherencia y 

rezago escolar; además de mínimo control y contención 

por parte de su figura cuidadora, quien se explaya 

indicando que la niña no pasaba en la casa y que nunca 

sabían dónde estaba. Dado lo anterior podemos 

 

2 DOCUMENTO ELABORADO POR EL SERVICIO NACIONAL DE MENORES. 

https://www.sename.cl/wsename/otros/docpfti/escnna_ccei.pdf 
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entender que, todas estas circunstancias forman parte 

de las denominadas “categorías sospechosas”, 

establecida en la Matriz de Análisis para Incorporar la 

Perspectiva de Género en el Poder Judicial, lo que trae 

como consecuencia que la interseccionalidad de éstas 

(ser mujer, niña, en situación de pobreza, de 

inestabilidad familiar y escolar), como ocurre en el caso 

de C, aparejan situaciones de desprotección, 

discriminación y, en general, de vulneración. 

Dicho aquello, es menester señalar que este escenario es 

al que el encausado se incorporó y cometió el ilícito en 

análisis en contra de C, quien a la sazón, como se indicó, 

sólo contaba con 13 años de edad. (considerando 

décimo quinto, numeral III -1, p. 45). 

Continuando con este tema y, centrándonos en la 

existencia de una mayor extensión del mal ocasionado 

con el ilícito; de la prueba que se ha rendido, podemos 

concluir que, producto de estas trasgresiones, la 

ofendida quedó encinta, debiendo vivir la ansiedad de 

un embarazo no deseado; seguidamente al provocar la 

interrupción del mismo, podemos destacar lo reseñado 

en su ficha clínica, en cuanto fue intervenida por un 

equipo multidisciplinario, dada su temprana edad y 

sintomatología emocional evidenciada (pensamiento con 

curso normal, contenido teñido por sus afectos, 

desbordada por la pena, tristeza y angustia del recuerdo 

del aborto realizado en días previo, ideación suicida sin 

ideas delirantes); el hecho que, producto de este 

procedimiento debió ser medicada con Olanzapina y 

Escitalopram (ambos medicamentos de orden 

psiquiátrico), lo que es concordante con lo expuesto por 

las profesionales PIE, la abuela de la niña y su tía; 

sumado a lo anterior el día del juicio la abuela de C, da 

cuenta cómo al día de hoy, siendo la primera ya una 

adulta, todavía resiente al tratar este tema, sin querer 

efectuar una revisión de ellos –aún transcurridos cinco 

años ya- lo que en todo caso se estima plausible, en 

atención a la corta edad en que fue vulnerada, la forma 

en que lo fue y el contexto familiar y social en el que se 

encontraba. Por ende, se estima que todos estos 

factores dan cuenta de la especial entidad del injusto del 

hecho y de un daño tal, que redunda en una mayor 

extensión del mal ocasionado con el mismo, 

estimándose que dentro del rango de presidio mayor en 

su grado medio en que se debe imponer la sanción, 

aplicar la pena en su máximum de 15 años, es condigna 
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a los hechos acreditados. (considerando vigésimo 

quinto, determinación de pena, p.61) 

6. Correcto uso de conceptos 

para visibilizar las situaciones 

de discriminación 

La sentencia utiliza adecuadamente 

conceptos relacionados con la 

igualdad, no discriminación, 

perspectiva de género, género, sexo, 

identidad de género, orientación 

sexual, estereotipos y roles de 

género, violencia de género, 

violencia contra las mujeres, 

violencia contra grupos vulnerables, 

entre otros; El fallo aplica el lenguaje 

no sexista e inclusivo. 

  XXXX  Dado lo anterior podemos entender que, todas estas 

circunstancias forman parte de las denominadas 

“categorías sospechosas”, establecida en la Matriz de 

Análisis para Incorporar la Perspectiva de Género en el 

Poder Judicial, lo que trae como consecuencia que la 

interseccionalidad de éstas (ser mujer, niña, en situación 

de pobreza, de inestabilidad familiar y escolar), como 

ocurre en el caso de C, aparejan situaciones de 

desprotección, discriminación y, en general, de 

vulneración. (considerando décimo quinto, numeral III -

1, p.45) 

Que asimismo, llama la atención que la Defensa 

aventure en sus clausuras la hipótesis que no existe 

constancia de con cuántas personas se prostituía la 

víctima; ello pues ha quedado claro de la prueba de 

marras que la niña sólo sostuvo relaciones sexuales a 

cambio de dinero con González; seguidamente, hablar 

de que en este caso la niña era la que se prostituía 

constituye un uso del lenguaje, a lo menos, liviano; dado 

que se está refiriendo a una niña que, a la época de los 

hechos contaba con 13 años de edad, vale decir, de 

ninguna forma puede entenderse que ésta 

deliberadamente ha optado por ejercer la prostitución, 

sino que se ha visto envuelta en una situación de 

vulneración grave de sus derechos sexuales y 

reproductivos a instancia de un hombre que, a la sazón, 

contaba con 55 años de edad; pudiendo constatarse de 

la prueba rendida, que el acusado, sí efectuaba con 

muchas personas (a lo menos con tres más en la familia 

de C) la acción de pagar por sexo. De otro lado resulta, 

en general, un argumento carente de valor y altamente 

revictimizante el cuestionar la vida sexual de una 

persona ofendida por un delito, dado que lo que se 

ventila en juicio es la situación en particular, vale decir, 

en el caso de marras, si el encausado ejecutó los actos 

por los que se le acusa o no, lo que es independiente de 

si la víctima tiene o ha tenido otras parejas o encuentros 

sexuales. (considerando décimo quinto, numeral III -1, 

p.48) 

En este sentido cabe abocarnos brevemente a lo que se 

ha denominado como la explotación sexual comercial 

infantil y adolescente, la que el Protocolo Facultativo de 
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la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 

Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de 

Niños en la Pornografía (25 de mayo de 2000), define 

como “la utilización de un niño, niña o adolescente 

menor de 18 años en actividades sexuales a cambio de 

remuneración o de cualquier otra retribución.” 

Seguidamente el Servicio Nacional de Menores de 

nuestro país ha calificado este tipo de explotación como 

“un atropello injustificable de los derechos humanos de 

los niños, niñas y adolescentes, dado que transgrede en 

las víctimas sus derechos esenciales, tales como el 

derecho de crecer y desarrollarse en un contexto 

protector y en un ambiente de bienestar”3  

El mismo documento, refiere que la explotación sexual 

comercial infantil es un fenómeno multicausal, que 

conjuga factores económicos, culturales, psicológicos, 

sociales, familiares y afectivos. Entre algunas de las 

causas se mencionan: estrategias de sobrevivencia de las 

víctimas y sus familias, las incompetencias parentales, 

los déficit alcanzados en el ámbito educacional, 

expectativas consumistas, migraciones, la discriminación 

de género, problemáticas que afectan el ámbito familiar 

como la violencia intrafamiliar, el abuso sexual, las 

modernas tecnologías, así como el maltrato y el trabajo 

infantil, la situación de calle. 

Así las cosas, como se indicó al momento de analizar el 

contexto de estos hechos, al referirnos en especial a la 

interseccionalidad (considerando décimo quinto, 

apartado III, número 1), en el caso de marras el 

encausado se valió de la situación de desprotección 

familiar, social, educacional y económica de la ofendida 

(pues la conocía de antes tanto a ella como al grupo 

familiar en que pertenecía) para entablar este vínculo 

que derivó en relaciones sexuales por las cuales 

otorgaba un pago a cambio. 

Dicho lo anterior, en el caso de que nos convoca no se 

 

3 ESCNNA: Concepto, causas, Consecuencias e Indicadores. Documento elaborado por Servicio Nacional de Menores. 

https://www.sename.cl/wsename/otros/docpfti/escnna_ccei.pdf 

 

https://www.sename.cl/wsename/otros/docpfti/escnna_ccei.pdf
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torna plausible aplicar las normas específicas de la 

explotación sexual comercial infantil, dado que éstas se 

encuentran establecidas para menores de edad pero 

mayores de 14 años, lo que no es el caso. Sin embargo lo 

anterior, se ha efectuado esta revisión, pues sus 

características y consecuencias, entendemos que sí 

encuentran correspondencia con el caso de marras, en 

especial en cuanto dice relación con el injusto del hecho, 

tal como se pormenorizará en el considerando vigésimo 

quinto en el que se determinará la pena. (considerando 

décimo séptimo, elementos del tipo penal, p. 53 y 54) 

7. La decisión judicial 
incorpora medidas de 
reparación integral  o 
diferenciadas por género 

La sentencia restablece el o los 

derechos vulnerados y dispone  

medidas reparatorias, de 

conformidad con la naturaleza del 

procedimiento; La decisión judicial 

cuando lo amerite establece  

medidas de reparación integral del 

daño o medidas que promuevan la 

igualdad real y efectiva en la 

sociedad; La sentencia consagra 

medidas especiales para enfrentar 

situaciones de discriminación 

estructural. 

  XXXX  Continuando con este tema y, centrándonos en la 

existencia de una mayor extensión del mal ocasionado 

con el ilícito; de la prueba que se ha rendido, podemos 

concluir que, producto de estas trasgresiones, la 

ofendida quedó encinta, debiendo vivir la ansiedad de 

un embarazo no deseado; seguidamente al provocar la 

interrupción del mismo, podemos destacar lo reseñado 

en su ficha clínica, en cuanto fue intervenida por un 

equipo multidisciplinario, dada su temprana edad y 

sintomatología emocional evidenciada (pensamiento con 

curso normal, contenido teñido por sus afectos, 

desbordada por la pena, tristeza y angustia del recuerdo 

del aborto realizado en días previo, ideación suicida sin 

ideas delirantes); el hecho que, producto de este 

procedimiento debió ser medicada con Olanzapina y 

Escitalopram (ambos medicamentos de orden 

psiquiátrico), lo que es concordante con lo expuesto por 

las profesionales PIE, la abuela de la niña y su tía; 

sumado a lo anterior el día del juicio la abuela de C, da 

cuenta cómo al día de hoy, siendo la primera ya una 

adulta, todavía resiente al tratar este tema, sin querer 

efectuar una revisión de ellos –aún transcurridos cinco 

años ya- lo que en todo caso se estima plausible, en 

atención a la corta edad en que fue vulnerada, la forma 

en que lo fue y el contexto familiar y social en el que se 

encontraba. Por ende se estima que todos estos factores 

dan cuenta de la especial entidad del injusto del hecho y 

de un daño tal, que redunda en una mayor extensión del 

mal ocasionado con el mismo, estimándose que dentro 

del rango de presidio mayor en su grado medio en que 

se debe imponer la sanción, aplicar la pena en su 

máximum de 15 años, es condigna a los hechos 

acreditados. 

En cuanto a las penas accesorias, cabe tener presente 
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que el Ministerio Público solicitó se aplicara al acusado 

las accesorias especiales contempladas en los artículos 

372, 372 ter y 28 del Código Penal, prohibiéndose al 

acusado el acercamiento a la víctima. Tratándose de 

sanciones accesorias, cuya aplicación es imperativa en 

los casos de los ilícitos de marras; es que serán aplicadas 

conforme se exponga en lo resolutivo de este fallo. 

(considerando vigésimo quinto, determinación de pena, 

p.61 y 62) 

8. Impacto  
La sentencia genera un nuevo 
razonamiento y argumentación en 
torno al problema de la desigualdad y 
discriminación de género que afecta 
a las personas, particularmente a las 
mujeres, niñas y las personas LGBTI;  

  XXXX  Que asimismo, llama la atención que la Defensa 

aventure en sus clausuras la hipótesis que no existe 

constancia de con cuántas personas se prostituía la 

víctima; ello pues ha quedado claro de la prueba de 

marras que la niña sólo sostuvo relaciones sexuales a 

cambio de dinero con González; seguidamente, hablar 

de que en este caso la niña era la que se prostituía 

constituye un uso del lenguaje, a lo menos, liviano; dado 

que se está refiriendo a una niña que, a la época de los 

hechos contaba con 13 años de edad, vale decir, de 

ninguna forma puede entenderse que ésta 

deliberadamente ha optado por ejercer la prostitución, 

sino que se ha visto envuelta en una situación de 

vulneración grave de sus derechos sexuales y 

reproductivos a instancia de un hombre que, a la sazón, 

contaba con 55 años de edad; pudiendo constatarse de 

la prueba rendida, que el acusado, sí efectuaba con 

muchas personas (a lo menos con tres más en la familia 

de C) la acción de pagar por sexo. De otro lado resulta, 

en general, un argumento carente de valor y altamente 

revictimizante el cuestionar la vida sexual de una 

persona ofendida por un delito, dado que lo que se 

ventila en juicio es la situación en particular, vale decir, 

en el caso de marras, si el encausado ejecutó los actos 

por los que se le acusa o no, lo que es independiente de 

si la víctima tiene o ha tenido otras parejas o encuentros 

sexuales. (considerando décimo quinto, numeral III -1, 

p.48) 

 


